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Acción de tutela segunda instancia


                                                                                                Accionante: ROSALIA


                                                                                       GARCIA LOPEZ


                                                                                                    Rad.:            2009-00151






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
                SALA DE DICISION CIVIL-FAMILIA                                                         

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Agosto veintiuno (21) del año dos mil nueve (2009). 





Acta No. 405 de agosto 21 del año 2009. 





Expediente 66170-31-03-001-2009-00151-01





Se resuelve la impugnación presentada por la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE”, contra la sentencia proferida el veinticuatro (24) de junio del presente año por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por ROSALIA GARCIA LOPEZ en contra de la impugnante, el INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS y la CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DE RISARALDA “CARDER”.




I. ANTECEDENTES :




La accionante, actuando a nombre propio, en escrito presentado el pasado ocho (08)  de junio, pretende que le sean tutelados sus derechos fundamentales a la salud, a la vida, a la vivienda digna y a la propiedad privada, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las entidades arriba citadas.




Explica que reside en un inmueble ubicado en el barrio Libertadores, el cual presenta serios problemas de erosión por el hecho de encontrarse cerca de la quebrada Manizales; por lo anterior, ha acudido a varias instancias para que la reubiquen porque la vida de su núcleo familiar se está viendo afectada, pero sin obtener respuesta positiva. Destaca que lleva más de ocho (08) años haciendo la petición y no le han solucionado el problema.




Pide, entonces, se amparen sus derechos fundamentales a la vivienda digna y a la propiedad privada y se “produzca la reubicación inmediata de mi hogar por cuanto que mi situación económica es vulnerable y no cuento con los medios precisos para poder acceder a una casa sino es con la ayuda directa de las entidades municipales...”. 





La tutela se admitió mediante proveído calendado ocho (08) de junio último y, aunque en él no se ordenó vincular al MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS, se le hizo notificación personal de dicha decisión (folio 10 vuelto cdno. ppal.). En forma oportuna se pronunciaron las accionadas y el municipio, en resumen, así: i) la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” expresó que de acuerdo con los conceptos técnicos de ella y de la CARDER, la vivienda de la accionante se encuentra en zona forestal protectora de la quebrada, lo cual implica un riesgo hidrológico, pero que se han realizado obras de estabilización y protección; ii) la CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DE RISARALDA “CARDER”, por intermedio de profesional del derecho, destacó que como lo que se pretende con la tutela es reubicar a las personas que habitan una vivienda localizada en zona de alto riesgo, el competente para ello es el municipio de Dosquebradas a través de la “OMPADE”, entregando un sitio de albergue transitorio, mientras se decide sobre la reubicación; iii) el MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS también por intermedio de abogado, se pronunció en relación con los hechos, solicitando que se nieguen las pretensiones porque la acción es improcedente, ya que la tutelante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial; además, que no es suficiente la invocación de un derecho violado o amenazado, sino que debe ser probado, lo cual no se acreditó y iv) el INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS indicó que lo que pretende la tutelante es hacerse a una vivienda en mejores condiciones, sin tener en cuenta que las adjudicaciones se realizan conforme a la necesidad o riesgo de las personas; que no se le han demorado, sino que se encuentra en trámite su solicitud.  




El juzgado del conocimiento otorgó el amparo solicitado porque consideró que se le estaban violando los derechos a la salud y a la vivienda digna a la peticionaria. En consecuencia, le ordenó a la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” en coordinación con el INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS  que la incluyeran en un plan de reubicación de vivienda.




Contra dicho fallo, el Director de la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” presentó impugnación oportuna, sin agregar nada en su favor. Destaca, eso sí, que los procedimientos  de reubicación son a largo plazo, ya que el municipio no cuenta con terrenos para generar proyectos de vivienda de interés social por cuanto que deben cumplir con varias características, las cuales enumera. 
En esta instancia se avizoraron unas posibles irregularidades en cuanto al trámite se refiere, pues como se expresó, la tutela no se admitió en contra del MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS, mas sí se le notificó el auto admisorio. Fuera de lo anterior, el fallo no le fue notificado.  Sin embargo, las mismas no alcanzan a generar una nulidad porque, por un lado, la entidad territorial ejerció plenamente su derecho de defensa y, por el otro, en el fallo no se le ordenó que realizara alguna actuación que a la fecha no hubiere podido cumplir por no haberse practicado esa diligencia, en perjuicio de la tutelante.  
Se pasa a resolver previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :





Del escrito de tutela se desprende que los derechos fundamentales que se le están vulnerando o amenazando a la tutelante son el de la vivienda digna y el de la vida, consagrados en los artículos 51 y 11 de la Constitución Nacional. 




El juez de instancia determinó que a la tutelante se le están vulnerando los derechos a la salud y a la vida digna.




La Sala no comparte el hecho de que a la actora se le esté vulnerando el primero de esos derechos, pues no se esbozaron los hechos ni se aportaron pruebas al expediente en relación con su violación. Además, el juez a-quo no hizo referencia en el fallo para determinar, como lo hizo, que el mismo fue conculcado.   
En cuanto al derecho a la vida digna, como bien se resolvió en la sentencia de primera instancia, era viable su protección con fundamento en la jurisprudencia analizada.




Pero uno de los derechos más importantes y que efectivamente se le está amenazando no solo a la peticionaria sino a su núcleo familiar es el de la vida. Este, consagrado en la actual Constitución en beneficio de toda persona, “es de aplicación inmediata y no limita su alcance a la prohibición absoluta de la imposición de la pena de muerte”, de modo que “también comprende la garantía de que la autoridad competente para protegerlo no ignorará el peligro inminente y grave en el que se encuentre un grupo de habitantes del territorio nacional y, más aún que existiendo tal riesgo grave e inminente, si las autoridades no pueden eliminarlo, al menos no contribuirán conscientemente a agravarlo”
. Veamos: 
En el acta de visita realizada a la manzana 7 casa 3 del barrio Libertadores
, sitio en donde reside la tutelante, por parte de la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” en el año 2004, se determinó, efectivamente, que se hacía necesario la construcción de obras de estabilización para el confinamiento de los suelos y soporte a las viviendas, para que mitigaran el riesgo potencial. 

Esa situación no ha variado a la fecha, porque en la visita de inspección practicada nuevamente a la zona, esta vez por parte de la “CARDER” en el mes de abril de este año
, se concluye algo semejante: “se requiere como medida de mitigación la ejecución de obras que garanticen la estabilidad de la ladera y controlen los procesos de socavación de la quebrada”. Quiere decir entonces, que la situación de zozobra, riesgo y peligro todavía están vigentes para la tutelante y su núcleo familiar, sin que la administración realice acciones efectivas tendientes a su reubicación, amenazando de esta manera su derecho a la vida. 
Adicionalmente, es preciso señalar que las entidades del sector público han sido permisivas en que no solo la señora ROSALIA GARCIA LOPEZ y demás personas, construyan en zona de alto riesgo; prueba de ello y que no fue controvertido por las accionadas, es que aquélla reside en dicho sector desde hace aproximadamente veintidós (22) años.      

Ahora, si bien es cierto que al INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS le asiste razón cuando afirma que la reubicación se hace en virtud de los recursos de que disponga la entidad y en estricto orden de la solicitud, también lo es que se deben adoptar medidas inmediatas  para hacer frente a la situación por la que atraviesa la accionante.  

Por tanto, se confirmará el ordinal primero (1º) en cuanto concedió el amparo deprecado. 

Se aclarará el segundo (2º) para precisar que la misma se otorga en razón a la amenaza que ejercen la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” y el INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS sobre los derechos a la vivienda digna y a la vida de la accionante y su núcleo familiar; además, se modificará, para que los incluyan, en el término de cuarenta y horas (48), contados a partir del día hábil siguiente al de la notificación de esta providencia, en el programa de vivienda que actualmente adelanta el último de los entes accionados para el año que avanza, conforme lo dijo en el escrito de contestación a la tutela (folio 38 del cdno. ppal.), siempre y cuando la accionante se allane a cumplir todos los requisitos y exigencias que establezcan las entidades accionadas.    
Por último, se adicionará el ordinal tercero (3º) para negar las pretensiones en relación con el MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





R E S U E L V E :





1º) SE CONFIRMA el ordinal primero (1º) de la sentencia proferida el veinticuatro (24) de junio del presente año por el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE DOSQUEBRADAS, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por ROSALIA GARCIA LOPEZ en contra del INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS, la CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DE RISARALDA “CARDER” y la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE”, en cuanto concedió el amparo deprecado.
2º) SE ACLARA el ordinal segundo (2º) para precisar que la tutela se otorga en razón a la amenaza que ejercen la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” y el INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS sobre los derechos a la vivienda digna y a la vida de la accionante y su núcleo familiar. 

SE MODIFICA el mismo ordinal para que la OFICINA MUNICIPAL DE PREVENCION Y ATENCION DE DESASTRES “OMPADE” y el INSTITUTO DE DESARROLLO MUNICIPAL “IDM” DE DOSQUEBRADAS incluyan a la accionante y a su núcleo familiar, en el término de cuarenta y horas (48), contados a partir del día hábil siguiente al de la notificación de esta providencia, en el programa de vivienda que actualmente adelanta el último de los entes accionados para el año que avanza, siempre y cuando la accionante se allane a cumplir todos los requisitos y exigencias que establezcan las entidades accionadas.    

3º) SE ADICIONA el ordinal tercero (3º). En consecuencia, también se niegan las pretensiones en relación con el MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS.





4º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992). 




5º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno

 

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López 

� Sentencia T-218 de 1998. M.P. Fabio Morón Díaz. 


� Folio 06 del cuaderno principal.


� Folios 02 y 03 ídem.
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